El siguiente es el documento presentado por la Magistrada Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.

El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.
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 CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS
Temas: 

          DEBIDO PROCESO / TUTELA CONTRA PROVIDENCIA JUDICIAL / ACCIÓN POPULAR / MORA JUDICIAL / JUSTIFICADA / SE NIEGA   
También, que de conformidad con lo manifestado por la funcionaria demandada, el actor presentó ante ese despacho cerca de doscientos recursos de reposición en diferentes acciones populares, circunstancia que impide su pronta resolución.  

5. Surge de lo anterior que si bien el medio de impugnación formulado por el actor aún no ha sido resuelto, ello se encuentra justificado por la gran cantidad de recursos que interpuso el mismo accionante.

De acuerdo con lo anterior, como la tardanza en resolver aquel trámite no se ha producido por el incumplimiento de las funciones por parte del juez accionado, se negará el amparo reclamado.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL
SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA

       Magistrada Ponente: Claudia María Arcila Ríos

       Pereira, julio treinta (30) de dos mil dieciocho (2018) 

       Acta No. 271 del 30 de julio de 2018 
       Expediente No. 66001-22-13-000-2018-00512-00

Se decide en primera instancia la acción de tutela de la referencia, promovida por el señor Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Tercero Civil del Circuito local, a la que fueron vinculados las Alcaldías de Barrancabermeja y de Pereira, las Procuradurías Regionales Santander y Risaralda y la Defensoría del Pueblo de Risaralda.
A N T E C E D E N T E S

1. Relató el actor que en la acción popular radicada bajo el número “2016-484”, el juzgado accionado se niega a resolver el recurso que formuló el 22 de junio de este año.
2. Considera lesionados los derechos a la igualdad y el debido proceso y al principio de la presunción de buena fe. Para su protección solicita se ordene al juzgado accionado pronunciarse de forma inmediata sobre el citado medio de impugnación y cumplir los términos establecidos en la Ley 472 de 1998. 

ACTUACIÓN PROCESAL

1. Mediante proveído del 16 de julio último se admitió la tutela y se ordenó vincular a la Alcaldía de Pereira, al Procurador y al Defensor del Pueblo, ambos de la Regional Risaralda. También a la Alcaldía de Barrancabermeja y al Ministerio Público Regional Santander, como intervinientes en el proceso en que encuentra el actor lesionados sus derechos. A ello no se procedió respecto de la entidad allí demandada ya que no ha comparecido a ese trámite. 
2. En el curso de esta instancia, se produjeron los siguientes pronunciamientos:
2.1 El Procurador Regional de Risaralda señaló que a esa Agencia del Ministerio Público se han comunicado los autos que admiten las respectivas acciones populares y como consecuencia de ello han designado a los diferentes profesionales de la Procuraduría Regional Risaralda y Provincial de Pereira para dar cumplimiento al artículo 21 de la ley 472 de 1998; el Ministerio Público es ajeno a la cuestión planteada por el demandante, pues su intervención está orientada a verificar, como ente de control, la defensa de los derechos e intereses colectivos, lo que hará en el correspondiente pacto de cumplimiento que para el efecto se suscriba. Solicita se le desvincule de la actuación.

2.2 La titular del juzgado accionado informó que la acción popular objeto del amparo fue admitida mediante auto del 22 de noviembre de 2016 y que tomando como referencia que el actor dejó de cumplir las cargas impuestas, tendientes a notificar a la entidad accionada y a publicar el aviso de que trata el artículo 21 de la Ley 472 de 1998, a pesar de los reiterados requerimientos que se le realizaron, por auto del 21 de junio de este año se decretó el desistimiento tácito; al día siguiente el actor interpuso recurso de reposición, el cual no ha sido resuelto porque se dejó correr el término de ejecutoria de esa providencia, se corrió traslado de dicho medio de impugnación y “posterior a lo anterior se entra a proyectar la providencia”, ello en atención a las normas procesales y las garantías de las partes. Agregó que el demandante interpuso aproximadamente doscientos recursos de reposición frente a providencias dictadas en distintas acciones populares y por tal razón resulta imposible resolverlos de manera pronta.  
2.3 El Alcalde del Municipio de Pereira, por medio de apoderada, alegó que es ajeno a la actuación desplegada en el Juzgado accionado y propuso como excepción la de falta de legitimación en la causa por pasiva.

2.4 Profesional Universitaria de la Procuraduría Regional Santander solicitó la desvinculación de la entidad que representa ya que no ha tenido injerencia en las decisiones del juzgado demandando.
3. Los demás vinculados guardaron silencio.
C O N S I D E R A C I O N E S 

1. El fin de la acción de tutela es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, concedida a todas las personas por el artículo 86 de la Constitución Política, ante su vulneración o amenaza generada por cualquier autoridad pública y aun por los particulares en los casos previstos por el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991.

2. Corresponde a esta Sala determinar si la funcionaria accionada desconoció los derechos fundamentales del actor, al no resolver sobre el recurso de reposición que formuló dentro de la acción popular radicada bajo el No. 2016-00484. 
3. En relación con la mora judicial, la Corte Constitucional, en sentencia T-230 de 2013, expresó:

“3.5.2. En numerosas oportunidades la Corte ha reiterado la importancia de este deber, entre otras, al sostener que: “Quien presenta una demanda, interpone un recurso, formula una impugnación o adelanta cualquier otra actuación dentro de los términos legales, estando habilitado por ley para hacerlo, tiene derecho a que se le resuelva del mismo modo, dentro de los términos legales dispuestos para ello.”
 Por esta razón, en principio, se ha insistido en que el incumplimiento de la obligación de dictar las providencias en los términos de ley, conduce a la vulneración de los derechos al debido proceso y al acceso a la administración de justicia, por cuanto no permite una respuesta oportuna frente a las pretensiones invocadas por el actor y aplaza la realización de la justicia material en el caso concreto.
No obstante, la jurisprudencia también ha señalado que, atendiendo la realidad del país, en la gran mayoría de casos el incumplimiento de los términos procesales no es imputable al actuar de los funcionarios judiciales. Así, por ejemplo, existen procesos en los cuales su complejidad requiere de un mayor tiempo del establecido en las normas y en la Constitución para su estudio, para valorar pruebas o para analizar la normatividad existente. Por ello, la jurisprudencia ha destacado que cuando la tardanza no es imputable al actuar del juez o cuando existe una justificación que explique el retardo, no se entienden vulnerados los derechos al debido proceso y al acceso a la administración de justicia.
 
…

3.5.6. De lo anterior se concluye que, en primer lugar, todo ciudadano tiene derecho al acceso a la administración de justicia y a una resolución pronta y oportuna de sus solicitudes. En segundo lugar, la tardanza en el cumplimiento de los términos judiciales constituye una mora judicial injustificada cuando (i) se presenta un incumplimiento de los plazos señalados en la ley para adelantar alguna actuación judicial; (ii) no existe un motivo razonable que justifique dicha demora, como lo es la congestión judicial o el volumen de trabajo; y (iii) la tardanza es imputable a la omisión en el cumplimiento de las funciones por parte de la autoridad judicial. En tercer lugar, es excepcional la posibilidad del juez de tutela de alterar el orden de fallo, ya que el ordenamiento jurídico consagra el deber de someterse a un sistema de turnos, con algunas salvedades reconocidas por el legislador.”
4. En este caso, se encuentra acreditado que el 22 de junio de 2018 el accionante formuló recurso de reposición frente al auto proferido el día anterior, por medio del cual el Juzgado Tercero Civil del Circuito local declaró el desistimiento tácito de la acción popular radicada bajo el No. 2016-00484
; que el 16 de julio el demandante pidió se aplicaran los artículos 5º y 84 de la Ley 472 de 1998 para superar la renuencia del trámite del asunto que, es de términos perentorios
, y que el 18 del citado mes último se corrió traslado de ese medio de impugnación a la parte accionada
.
También, que de conformidad con lo manifestado por la funcionaria demandada, el actor presentó ante ese despacho cerca de doscientos recursos de reposición en diferentes acciones populares, circunstancia que impide su pronta resolución.  

5. Surge de lo anterior que si bien el medio de impugnación formulado por el actor aún no ha sido resuelto, ello se encuentra justificado por la gran cantidad de recursos que interpuso el mismo accionante.
De acuerdo con lo anterior, como la tardanza en resolver aquel trámite no se ha producido por el incumplimiento de las funciones por parte del juez accionado, se negará el amparo reclamado.
6. Se accederá a la solicitud de expedición de copias elevada por el actor, las que se enviarán por la Secretaría a su correo electrónico y no de forma física como lo pretende, de conformidad con el numeral 4 del artículo 114 del Código General del Proceso. 

En mérito de lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

R E S U E L V E 

PRIMERO: Se niega la acción de tutela propuesta por el señor Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Tercero Civil del Circuito local, a la que fueron vinculados las Alcaldías de Barrancabermeja y de Pereira, las Procuradurías Regionales Santander y Risaralda y la Defensoría del Pueblo de Risaralda.

SEGUNDO: Remítase al correo electrónico del accionante copia íntegra del expediente.

TERCERO: Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.

CUARTO: De no ser impugnada esta decisión, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión conforme lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991.

Notifíquese y cúmplase, 

Los Magistrados,




CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS




DUBERNEY GRISALES HERRERA




EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
� Sentencia T-227 de 2007. Sobre la materia también se pueden consultar las Sentencias C-1198 de 2008 y T-527 de 2009.
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